
Continúa la trama judicial del
proyecto minero-portuario Do-
minga. Ayer el Primer Tribunal
Ambiental ordenó anular par-
cialmente la resolución del Co-
mité de Ministros que rechaza-
ba Dominga, decisión que fue
adoptada el 8 de enero de este
año. Además, el tribunal indicó
que el Servicio de Evaluación
Ambiental (SEA), como secreta-
ría técnica del Comité de Minis-
tros, deberá dictar —en un pla-
zo de diez días— un acto com-
plementario sobre los puntos
que anuló.

En Andes Iron, dueños del
proyecto, había “enorme confor-
midad por el contundente fallo”
del Primer Tribunal Ambiental,
según indagó este medio. 

El sentimiento contrario había
entre quienes se oponen a Do-
minga. Marcos Emilfork, coordi-
nador jurídico de ONG FIMA y
representante de la Asociación
Gremial de Pescadores y Maris-

cadores de Los Choros, comentó
que “el Primer Tribunal Am-
biental intenta algo que tiene es-
trictamente prohibido: determi-
nar la decisión de la autoridad,
literalmente. Ni siquiera técni-
camente el tribunal puede susti-
tuir toda la información que ha
puesto en duda la viabilidad de
este proyecto, cuestión que le to-
ca exclusivamente decidir a la
autoridad. Ante el exceso en sus
atribuciones, el sistema deja re-
cursos disponibles, por lo que
buscaremos que se rectifique es-
ta falta grave”.

El Comité de Ministros en
enero estuvo compuesto solo
por subrogantes, dado que los ti-
tulares se declararon inhabilita-
dos porque ya habían manifesta-
do su rechazo a Dominga en
2023. El tribunal, que invalidó
aquella decisión, había conmi-
nado a la instancia a votar de
nuevo antes del 31 de diciembre
de 2024, lo que sin embargo hizo
con esos nuevos integrantes el 8
de enero.

Las anulaciones

En detalle, el fallo dejó sin
efecto seis puntos de la parte re-
solutiva del documento emitido
por el Comité de Ministros.
Anuló los dos puntos que esa
instancia había acogido de los re-
cursos de reclamación en contra
del Estudio de Impacto Ambien-
tal de Dominga, interpuestos
por la ONG Oceana y por la Aso-
ciación de Mariscadores y Pesca-
dores de Los Choros.

En cambio, el Tribunal Am-
biental dejó intactos los puntos
en los que se rechazaban las re-
clamaciones en contra de Do-
minga, por ejemplo, las de la
Comunidad Agrícola Los Cho-
ros y del Sindicato de Trabaja-
dores Independientes N°1 de
Buzos y Pescadores Artesanales
Caleta Hornos

Lo más importante para el ca-
so es que el tribunal anuló un
nervio central de la controversia.
En su fallo, el tribunal indica que
de la decisión del Comité de Mi-

nistros del 8 de enero, pide “anu-
lar y dejar sin efecto” una de con-
siderandos y, en especial, un as-
pecto de la parte resolutiva del
comité, incluyendo el punto 17,
“atendido a que incumplen la
sentencia dictada en autos”.

El punto 17 de esa resolución
del Comité de Ministros indica-
ba su decisión de “calificar am-
bientalmente desfavorable el Es-
tudio de Impacto Ambiental del
proyecto ‘Dominga’ (...). En con-
secuencia, el proyecto ‘Domin-
ga’, cuyo proponente es Andes
Iron SpA, no podrá ejecutarse”.

Es decir, el Tribunal Ambien-
tal invalida lo resuelto por el co-
mité de subrogantes. Y ayer le
pidió a la Dirección Ejecutiva del
SEA que “la dictación de un acto
complementario que se pronun-
cie” sobre el fallo.

Los escenarios

Juan Ignacio Marín, director
de Regulatorio y Medioambiente
de HD Group, explica que “el tri-

después a la Corte Suprema nue-
vamente si el futuro fallo del tri-
bunal le es desfavorable, en caso
de que lo hubiera. 

“Todo este enredo judicial-ad-
ministrativo, con más de una re-
clamación al Tribunal Ambien-
tal sobre el fondo, en distintas
oportunidades y con varios años
de diferencia, con la posibilidad
de recurrir más de una vez me-
diante un recurso de casación a
la Corte Suprema, no hace sino
confirmar las falencias adminis-
trativas de la institucionalidad
ambiental”, comenta Marín. 

Consultados por “El Mercu-
rio”, desde el Ministerio del Me-
dio Ambiente, cartera que presi-
de el Comité de Ministros y de la
cual depende el SEA, indicaron
estar “analizando el fallo y los
pasos a seguir”. 

bunal constató que el Comité in-
cluyó dos causales nuevas de re-
chazo, relativas a observaciones
de Conaf y al Plan de Contingen-
cias, que no formaban parte de
las reclamaciones originales ni
del acto anulado, razón por la
cual ordenó al Comité a dictar un
acto complementario ajustado a
los términos del fallo judicial”.

Emanuel Ibarra, socio del es-
tudio Moreno, Sáez y Avilés y
exfiscal de la Superintendencia
del Medio Ambiente (SMA), se-
ñala que “el Ejecutivo puede im-
pugnar esa decisión a través de
un recurso de reposición o ape-
lación según la estrategia proce-
sal que tengan”. 

Según Marín, Andes Iron con-
serva la opción de presentar una
nueva reclamación ante el Tri-
bunal Ambiental, pudiendo ir

Entidad del Gobierno había rechazado el proyecto minero en enero de este año:

Tribunal Ambiental anula aspecto
central de la decisión del Comité 
de Ministros contra Dominga

El tribunal dejó sin efecto algunos de los puntos de la resolución y solicitó al SEA
emitir un pronunciamiento complementario en diez días.
C. MUÑOZ-KAPPES y J. BAEZA

El proyecto minero Dominga ha pasado tres veces por el Comité de Minis-
tros, más recientemente en enero de este año.
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Si el edificio del Ministerio de
Hacienda, en Teatinos 120, fuese
una colina, entonces la Defenso-
ría del Contribuyente (Dedecon)
está ubicada en la punta del cerro.

Hay que subir dos pisos ya
cuando se acaba el viaje en as-
censor. Las paredes son grises y
el piso es de baldosín brillante.
Los funcionarios trabajan en una
amplia planta, y la plana directi-
va lo hace en oficinas de dimen-
siones más bien modestas.

“Yo no recibo instrucciones de
Hacienda. Tampoco nunca han
intervenido para ver que nos lle-
vemos bien con las otras admi-
nistraciones tributarias”, dice
quien dirige esta unidad, Ricar-
do Pizarro. 

Pizarro es el defensor. Ese es el
nombre de su cargo a partir de
esta unidad creada tras la última
reforma tributaria de Sebastián
Piñera en agosto de 2018, con el
objetivo de defender los dere-
chos de los contribuyentes ante
el Servicio de Impuestos Inter-
nos (SII). Tiene 60 funcionarios
y pronto tendrá 90, cuando su-
me a su perímetro fiscalizar a
Aduanas y Tesorería este año.

“Yo estuve en Impuestos In-
ternos casi 22 años. Mi último
cargo fue el de subdirector de
Asuntos Corporativos y estuve
como director subrogante bas-
tantes años”.

—¿Y ahora tiene que fiscalizar a
sus compañeros?

“Ahora hice un cambio de rol.
Siempre dentro de la adminis-
tración tributaria, pero velando
por que el Servicio de Impuestos
Internos, Tesorería y Aduanas
cumplan con los derechos de los
contribuyentes”.

Pizarro llegó al cargo en 2023,
nombrado por el Presidente Ga-
briel Boric tras un proceso de se-
lección vía Alta Dirección Públi-
ca (ADP).

—¿Cómo puede la defensoría
ser imparcial cuando depende
del Ministerio de Hacienda, al
igual que el SII?

“Somos un organismo inde-
pendiente, con estructura pro-
pia, que nos reportamos al Presi-
dente a través del Ministerio de
Hacienda. Somos más indepen-
dientes que Impuestos Internos.

“La ley nos obliga a represen-
tar al contribuyente en todo lo

que sea educación tributaria, y
representarlo en toda vulnera-
ción de derechos que pueda ocu-
rrir de parte de Impuestos Inter-
nos, Aduanas y Tesorería. So-
mos un organismo técnico, esta-
mos hechos para cumplir la ley”.

—¿Con quién discute usted?,
¿con el director del SII, Javier Et-
cheberry?

“ Sí. Dice la ley que nos tene-
mos que juntar en reuniones for-
males cada tres meses”.

Las tasaciones del SII

Pizarro cuenta que en materia
de avalúo de bienes raíces “no
tenemos necesariamente una
diferencia (con el SII), pero
hoy día estamos traba-
jando en cómo hacer más
transparente y disponi-
ble a los contribuyentes
la información para
hacer el cálculo del
avalúo”.

—¿Es transparente
hoy día?

“A diferencia
del resto de los
impuestos, el im-
puesto territorial
es calculado espe-
cíficamente por
las autoridades tri-
butarias. Es distin-
to de otros impues-
tos, que es con auto-
declaración. En el
caso de las contribu-
ciones, falta infor-
mación.

“El avalúo fiscal de
una propiedad sigue
teniendo espacios don-
de no está toda la informa-
ción para que el contribu-
yente pueda decir de dón-
de vino ese dato para ha-
c e r e l c á l c u l o d e e s a
información. Entonces,

falta abrir más la información al
contribuyente, entregar absolu-
tamente la totalidad de los datos
y cómo se llegó a ese dato”.

—¿Eso no es injusto con el con-
tribuyente?

“Desde nuestro punto de vis-
ta, sí es injusto. Por eso estamos
haciendo la acción que estamos
haciendo”.

—¿Y antes Impuesto Internos
no detectaba esos problemas?

“Yo creo que antes no era tan
relevante para los contribuyen-
tes. Como las contribuciones se
han ido acercando a los valores
comerciales, ha implicado un al-
za en algunos casos de las contri-

buciones, a la gente le ha sido
más relevante, y están empezan-
do a poner más atención, están
haciendo más reclamos”.

—Está claro que Impuestos In-
ternos en su cálculo es discrecio-
nal, porque es la autoridad. ¿Pe-
ro ha sido arbitrario?

“No podría indicar que haya
sido arbitrario, pero el hecho de
que los datos no sean de fácil ac-
ceso, transparentes y claros, ha-
ce que la gente pueda pensar que
hay una arbitrariedad de las co-
sas. Esto afecta al ámbito tributa-
rio en general. Mientras más
transparencia y claridad en los
datos hay, hay mayor confianza
en el contribuyente para poder
entender que hay un justo cobro,
o, al darse cuenta de los cálculos,
poder tener toda la información
para presentar un reclamo si no
está de acuerdo con el cálculo”.

—En 2026 es el siguiente reava-
lúo. ¿Hay tiempo suficiente para
mejorar la transparencia de Im-
puestos Internos?

“Nosotros creemos que sí. Es-
tamos en un trabajo con Impues-
tos Internos, en un informe que

manifieste todos los lugares
donde nosotros creemos

que hay falta de infor-
mación”.

—¿Lugares geográ-
ficos?

“No, datos que
hay que transparen-
tar, o clarificar, de
dónde sale el dato y
cuál es el dato. Es-
peramos llegar a un
acuerdo dentro de
estos meses, en que
nosotros tenemos
que publicar un in-
forme de acuerdos o

de desacuerdos, y eso,
hacerlo público”.

—¿Han recibido alguna
respuesta?

“Hemos tenido un par
de reuniones con ellos.
Nos falta todavía una ins-
tancia más donde ellos
podrían indicar si están o

no de acuerdo con ciertas partes
de este informe. Y ahí nosotros
tenemos que ver si se da un
acuerdo”.

—¿En qué cosas no hay acuerdo?
“No hemos llegado a esa ins-

tancia. Aún estamos discutiendo”.

—¿Qué es lo que quisiera usted?
“Que esté cada uno de los da-

tos transparentemente, cosa que
el mismo contribuyente pudiese
hacer el cálculo de esos valores”.

—¿Y eso Impuestos Internos es
capaz de entregarlo?

“O sea, si lo puede calcular, lo
puede entregar (...). Yo confío en
que hay detrás una capacidad
técnica para tener todos los da-
tos y entregarlo a disposición. Si
no ha sido así, tendremos que
ver por qué no lo ha hecho”.

—Y entre propiedades agrícolas
y no agrícolas, ¿hay alguna dife-
rencia respecto de la poca clari-
dad que tiene el SII?

“No. Quizá en el caso de la
agrícola el cálculo del tipo de
suelo es lo que más dudas les ge-
nera a las mismas personas”.

El papel del defensor

—Para un ciudadano, puede ser
curioso, al menos, que dentro
del Gobierno exista una unidad
que critica a otra institución pú-
blica. ¿Cómo se resuelve esto
para quien tenga dudas?

“No basta con que lo diga la
ley. La única forma de que el
contribuyente lo entienda es
cumpliendo con acciones que
demuestren que se está realizan-
do la defensa del contribuyente.
Yo no recibo instrucciones de
Hacienda, tampoco nunca han

intervenido para ver que nos lle-
vemos bien con las otras admi-
nistraciones tributarias. La úni-
ca forma de que sea transparente
es que haya resultados”.

—¿Dónde está la Dedecon en la
cadena?

“Dentro del ámbito tributario,
nosotros estaríamos más cerca
de lo que sería un bufete de abo-
gados que está defendiendo al
contribuyente.

“Porque si el contribuyente
tiene un reclamo contra Im-
puestos Internos, nosotros lo
representamos. Nosotros po-
nemos abogados nuestros y los
vamos a defender ante los re-
clamos administrativos que
hay en el impuesto interno, la
RAV (reavalúos), toda esta cir-
cunstancia que hoy hay. Por
supuesto, nuestro foco son
pymes y personas vulnerables.
No estamos creados para re-
presentar a medianas y gran-
des empresas”.

La entidad no atiende público
en forma presencial, pero sí vía
online (en su web). También se
canalizan las inquietudes o re-
clamos a través de Chile Atiende
en todo el país.

Desde 2022 hasta 2024, han
atendido 2.687 casos, con un au-
mento de 58% de los requeri-
mientos en 2024. 

La mayoría de las solicitudes
están relacionadas con orienta-
ción tributaria (93,9%), mientras
que solo un pequeño porcentaje
corresponde a representación
administrativa (3,9%). Además,
el 67% de las mediaciones y el
83% de las peticiones adminis-
trativas resultaron favorables.

“Somos bastante exitosos cuan-
do nosotros representamos a un
contribuyente”, asegura Pizarro.

Ricardo Pizarro, defensor del Contribuyente: 

“En el caso de las contribuciones, falta información”

E. OLIVARES y G. GEISSE 

Existen vacíos de información que impiden conocer con claridad cómo se calculan los
valores en el avalúo fiscal de una propiedad.

Ricardo Pizarro
Alfaro, defensor
nacional del Contri-
buyente.FE
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‘‘Dentro del ámbito
tributario, nosotros
estaríamos más cerca
de lo que sería un bufete
de abogados que está
defendiendo al
contribuyente”. 
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n Muerte de funcionaria: “Sería
descabellado no estar aquí”
El 16 de enero, una abogada de la Dedecon falleció tras caer desde el

piso 14 —sede de la Defensoría del Contribuyente en Teatinos 120—, en
un hecho que conmocionó a esa repartición y a todo el Ministerio de
Hacienda. Se indaga un presunto suicidio, que estuvo precedido por
mensajes —en la plataforma Teams— de la funcionaria de 37 años en
que acusaba “maltratos” de parte de dos jefaturas.

“Hoy hay dos recursos dando vuelta. Uno es el sumario administrativo,
donde se está investigando toda la situación. Y por otro lado, el Ministe-
rio Público, a través de la Fiscalía de Género que también está llevando a
cabo una investigación. No puedo referirme, por ahora, mayormente a
ese caso”, señaló Ricardo Pizarro. Dice que no puede referirse a si los
trabajadores mencionados en los mensajes están suspendidos mientras
dura este proceso. No se tomó vacaciones, por “el hecho de perder a una
compañera en las circunstancias que ocurrieron... sería descabellado no
estar aquí”.
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